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Señora Presidenta el presente proyecto de Ley puesto a consideración de los 

señores diputados y diputadas tiene por objeto la creación de la Defensoría 

de los Derechos de las Adultas y los Adultos Mayores. 

Uno de los rasgos más característicos de las sociedades actuales es el 

envejecimiento de su población, fenómeno relacionado con los cambios 

producidos en la estructura por edades. 

Este fenómeno de desarrollo demográfico en varias partes del mundo, ha 

originado un número creciente de personas mayores. 

Al tener las mismas, más esperanza de vida se presentan nuevas 

problemáticas en torno a la vejez. Sobre todo, con respecto a políticas sociales 

y económicas ligadas a éste segmento etario. 

Ante estos cambios resulta necesario un giro que nos permita comprender y 

abordar las problemáticas sociales que vienen de la mano de la 

marginalización y la desprotección del sector de la población de mayor edad. 

En nuestra sociedad, donde se tiende a valorar a las personas por su 

vinculación con la capacidad de producir o de acumular riqueza material, el 

paradigma a emular resulta ser el de la juventud, sana, fuerte y productiva. En 

sentido inverso, se ha cargado de signos negativos a la ancianidad, 

asociándola a la enfermedad, la incapacidad y la improductividad. 

Sobre la base de esta valoración negativa y estereotipada se han generado 

toda clase de actitudes y prácticas discriminatorias, que van desde el 

aislamiento en el seno de la familia, a la falta de respeto en la vía pública, o el 

maltrato en las instituciones, todas éstas, situaciones que la sociedad 

naturaliza. 

En el 2011 las Naciones Unidas reconocieron el abuso a las personas adultas 

mayores como un problema social, declarando el 15 de junio como el "Día 

Mundial de Toma de Conciencia del Abuso y Maltrato a la Vejez". 

Esta iniciativa constituyó una invitación a los Estados Miembros, a las 

organizaciones del sistema de las Naciones Unidas y a otras instituciones 

internacionales y regionales, así como a la sociedad civil, a que observen 

debidamente este problema. 



El maltrato hacia las personas adultas mayores ha sido definido como “un acto 

único o repetido que causa daño o sufrimiento a una persona de edad, o la 

falta de medidas apropiadas para evitarlo, que se produce en una relación 

basada en la confianza”. Puede adoptar diversas formas, como el maltrato 

físico, psíquico, emocional o sexual, y el abuso de confianza en cuestiones 

económicas; o ser el resultado de la negligencia, sea ésta intencional o no. 

La pandemia profundizó este flagelo. Según las denuncias recibidas en la 

Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema, durante el año 2021 se 

recibieron 804 denuncias más que en 2020, lo que representa un incremento 

del 35%. 

Cuesta imaginar a un hijo adulto golpeando a su mamá, pero esto ocurre y 

más de lo que pensamos: las mujeres representaron el 79% de las víctimas y, 

con relación a las edades, el 67% de las personas afectadas tenía entre 60 y 

74 años y el 33% más de 74. 

La mitad de las personas mayores sufrieron el maltrato por parte de sus 

hijos/as, proporción que se incrementó entre las afectadas mayores de 75 

años (64%). 

El maltrato es muy frecuente: seis de cada diez personas afectadas sufrieron 

violencia diaria o semanal, y se observó que 119 personas tenían algún tipo 

de discapacidad. 

Los datos corresponden al informe de la OVD (Oficina de Violencia Domestica) 

titulado “Personas mayores afectadas por situaciones de violencia. Año 2021″, 

que determinó que el 80% de las denuncias fueron realizadas por las propias 

personas afectadas (y el 20% por terceros). Un hecho inédito por lo difícil que 

es hacerlo, por las implicancias emocionales que tiene. 

El informe reveló también que los varones fueron los principales 

agresores (65%) y que el 71% de las personas denunciadas tenía entre 22 y 

59 años. 

De las personas afectadas, el 40% de los mayores de 75 años se encontraban 

en una situación de alto o altísimo riesgo. 

Otro aspecto que trajo aparejado la llegada de la pandemia es el aumento de 

las operaciones que se realizan en forma virtual. Pagos, compras, 

transacciones, son algunas de las cosas que para algunos ya eran comunes o 

cotidianas, pero que no todos tenían incorporadas. 

El encierro, la imposibilidad de salir, las restricciones, generaron que sean 

muchos los que debieran aprender o utilizar la virtualidad para ejecutar alguna 

operación que tenga que ver con movimiento de dinero. Pero, así como se 

incrementó el uso, también se potenció exponencialmente el ciberdelito o las 

ciberestafas y como es de esperarse los adultos y adultas mayores son los 



que más sufren las estafas y maniobras fraudulentas de este tipo, quedando 

totalmente desprotegidos y vulnerados en su seguridad personal y económica. 

En Catamarca desde la Secretaría de Familia del Ministerio de Desarrollo 

Social de la Provincia se advirtió que las personas adultas mayores (PAM) al 

igual que chicos y chicas y las personas con discapacidad conforman un grupo 

de personas que requieren una tutela especial por encontrarse en situación de 

vulnerabilidad. “La vulnerabilidad está asociada a la condición evolutiva, ya 

que se encuentran atravesando un proceso gradual de cambios en diferentes 

niveles, biológico psicológico, social, y funcional. En muchos casos, nos 

encontramos con personas que requieren de asistencia. Es una población 

dependiente que necesita del ‘otro’, para poder desenvolverse y llevar una vida 

digna. 

Dada esta situación, a finales de 2018, en Catamarca entró en vigencia la Ley 

Provincial 5568 de Regulación de la prevención y protección integral contra el 

abuso y maltrato de los adultos mayores. La normativa catamarqueña se 

encuentra en consonancia con la Convención Interamericana sobre la 

Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Ésta cuenta 

con rango constitucional, a través de la Ley Nacional 27360, de mayo de 2017. 

Sin embargo, en la práctica, las personas adultas mayores, víctimas de 

violencias invisibilizadas y naturalizadas, se encuentran desprotegidas. 

 Es por ello Sra. Presidenta que traigo a consideración de mis pares la creación 

en el ámbito del Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos Humanos “La 

Defensoría de los Derechos de las Adultas y los Adultos Mayores”, cuya 

función será la de velar por la defensa y protección de los derechos y garantías 

tutelados en la Constitución Nacional y Provincial, así como en todas las 

normas que amparan a los adultos mayores. 

La Defensoría estará a cargo del Defensor de las Adultas y los Adultos 

Mayores, quien ejercerá sus funciones en todo el territorio de la provincia, ya 

sea que actúe personalmente o por medio de sus delegados y podrá actuar de 

oficio o a petición de los interesados. Tendrá su domicilio principal en la ciudad 

de San Fernando del Valle de Catamarca, y podrá establecer dependencias 

en cualquier Departamento de la provincia. 

Atento a los cuidados y el avance de tecnologías y nuevos paradigmas, el 

número de personas mayores será cada vez más elevado; siendo nuestra 

obligación como legisladores proporcionar las herramientas legales que sean 

necesarias para que puedan alcanzar cada día una vida más digna y feliz. 

Por todo lo expuesto, Sra. Presidenta considero necesaria y fundamental la 

figura de un Defensor de los Derechos de las Personas Mayores para 

garantizar una buena calidad de vida a todos ellos, asegurándoles que en la 



práctica haya un órgano al cual puedan acudir para la real concreción de la 

normativa provincial que establece sus derechos. 

Es por todos estos motivos que solicito a mis pares la aprobación del presente 

proyecto de ley. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY 

 

 

Artículo 1°: Objeto.- Créase en el ámbito del Ministerio de Gobierno, Justicia 

y Derechos Humanos La Defensoría de los Derechos de las Adultas y los 

Adultos Mayores, cuya función será la de velar por la defensa y protección de 

los derechos y garantías tutelados en la Constitución Nacional y Provincial, así 

como en todas las normas que amparan a los adultos mayores. 

 

Artículo 2°: Concepto.- A los fines de esta ley se entiende por adulto mayor 

a toda persona mayor de sesenta (60) años de edad. 

 

Artículo 3°: Ámbito de Aplicación.- La Defensoría estará a cargo del 

Defensor de las Adultas y los Adultos Mayores, quien ejercerá sus funciones 

en todo el territorio de la provincia, ya sea que actúe personalmente o por 

medio de sus delegados y podrá actuar de oficio o a petición de los 

interesados. Tendrá su domicilio principal en la ciudad de San Fernando del 

Valle de Catamarca, y podrá establecer dependencias en cualquier 

Departamento de la provincia. 

 

Artículo 4°: Funcionamiento.- El Defensor de las Adultas y los Adultos 

Mayores dependerá orgánica y funcionalmente del Ministerio de Gobierno, 

Justicia y Derechos Humanos de la Provincia o el organismo que en el futuro 

lo reemplace. 

 

Artículo 5°: Requisitos.- El Defensor de los Derechos de las Adultas y los 

Adultos Mayores, debe reunir los siguientes requisitos: 

a) Ser de nacionalidad argentina; 

b) Ser mayor de cuarenta (40) años de edad; 

c) Poseer antecedentes y capacidad técnica en las materias vinculadas a 

su cargo; 

d) Acreditar experiencia en el sector social e idoneidad en asuntos 

referidos a la Tercera Edad; 

e) No contar con antecedentes policiales; 



f) No estar ocupando cargos públicos de ninguna naturaleza; ni haberse 

postulado a cargo electivo alguno en la elección nacional o 

departamental anterior al momento de su designación;  

g) Poseer una reconocida y pública trayectoria en el trabajo por la defensa 

de los derechos de los Adultos Mayores. 

 

Artículo 6°: Duración del cargo.-  El Defensor de los Derechos de las Adultas 

y los Adultos Mayores durará en sus funciones cuatro (4) años, con la 

posibilidad de ser reelecto.  

 

Artículo 7°: Procedimiento de selección.- El Defensor de las Adultas y los 

Adultos Mayores, será seleccionado por concurso y antecedentes, conforme 

al procedimiento que establezca la Comisión Especial creada al efecto, y al 

cual se podrán inscribir todos aquellos interesados que reúnan los requisitos 

establecidos en el artículo 4° de la presente ley. 

 

Artículo 8°: Comisión Especial. Conformación.- El Defensor de las Adultas 

y los Adultos Mayores, será designado por el Poder Legislativo a propuesta de 

la Comisión Especial conformada a tal efecto.  

La Comisión Especial tendrá por única función y será convocada únicamente 

para la elaboración del concurso, de propuestas y selección de candidatos 

para cubrir el cargo de Defensor de los Derechos de las Adultas y los Adultos 

Mayores. 

La misma estará conformada por: 

a) Un (1) representante del Poder Ejecutivo; 

b) Dos (2) representantes del Poder Legislativo; uno por la Cámara de 

Diputados y otro por la Cámara de Senadores. 

c) Un (1) representante del Poder Judicial; 

d) Un (1) representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos 

Humanos; 

e) Un (1) representante de una Organización Civil que propenda a la 

defensa de los derechos de los Adulto Mayores. 

 

Artículo 9°: Competencias.- La Defensor de los Derechos de las Adultas y 

los Adultos Mayores tendrá las siguientes competencias específicas: 

a) Promover y proteger los derechos de los adultos mayores, mediante 

acciones y recomendaciones que efectuará ante las instancias públicas 

competentes (ANSES,PAMI,AGAP, etc.) a fin de garantizar el goce de 

los mismos; 



b)  Formular recomendaciones o propuestas a los organismos públicos o 

privados respecto de cuestiones objeto de su requerimiento; 

c) Asesorar sobre situaciones afligentes de índole económico frecuentes 

en la población de adultos mayores, como ser estafas, engaños, etc., 

donde son burlados en su buena fe; 

d) Recepcionar, gestionar y buscar las soluciones ante los reclamos y/o 

denuncias por parte de las personas adultas mayores;  

e) Controlar normas, decretos, y resoluciones que puedan redundar en 

daños, lesiones o perjuicios para los defendidos; 

f) Denunciar irregularidades que se verifiquen ante cualquier organismo; 

g) Brindar asesoría legal gratuita, acompañamiento y capacitación en la 

defensa y ejercicios de sus derechos; 

h) Supervisar a las entidades públicas y privadas que se dediquen a la 

atención y cuidado de personas adultas mayores, sea albergándolos en 

forma permanente o transitoria, o desarrollando programas de atención 

a los mismos, debiendo denunciar ante las autoridades competentes 

cualquier irregularidad que amenace o vulnere los derechos de las y los 

adultos mayores. 

 

Artículo 10: Incompatibilidad.- El cargo de Defensor de los Derechos de las 

Adultas y Adultos Mayores es incompatible con el desempeño de cualquier 

otro cargo público. 

 

Artículo 11: Línea Gratuita.- Créase la línea gratuita y permanente, 0800 

ADULTO MAYOR, a cargo de la Defensoría de los Derechos de las Adultas y 

Adultos Mayores, con el objeto de que la ciudadanía catamarqueña pueda 

realizar denuncias relacionadas a la vulneración de cualquier derecho de un 

adulto mayor y para que la Defensoría pueda articular las medidas necesarias 

ante la información que recaba.  

 

Artículo 12: Financiamiento.- Autorizase al Poder Ejecutivo Provincial a 

realizar las adecuaciones presupuestarias necesarias para solventar los 

gastos de funcionamiento administrativo, a los efectos de dar cumplimiento a 

la presente ley. 

 

Artículo 13: Reglamentación.- La presente ley debe ser reglamentada en un 

plazo de 90 días, a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. 

 

Artículo 14: De forma. 
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